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Prohibición de contratación y  
exclusión temporal de bolsa 
el sisTeMA de selección 
de personal estatutario 
temporal del Servicio 
Aragonés de Salud se arti-
cula mediante bolsas de 
trabajo destinadas a cubrir 
con agilidad las necesida-
des asistenciales de los 
centros sanitarios depen-
dientes de dicho servicio. 

Dentro de ese sistema, 
la bolsa no solo ordena lla-
mamientos, disponibilida-
des y preferencias de cen-
tro, sino que también con-
templa supuestos de baja, 
exclusión o suspensión.  

La suspensión de la 
bolsa opera como una 
medida que impide tem-
poralmente recibir nuevos 
nombramientos y, por 
tanto, tiene una incidencia 
directa en las posibilida-
des reales de acceso al 
empleo público temporal. 

Por ello, cuando dicha 
suspensión se impone por 
no superar el periodo de 
prueba, debe examinarse 
si estamos ante una sim-
ple regla de gestión de lis-
tas o ante una consecuen-
cia restrictiva que exige 
cobertura legal suficiente. 

 
Planteamiento de la 

cuestión 
La imposición automáti-

ca de una prohibición de 
ser contratada y de una 
exclusión o suspensión de 
la bolsa de empleo tempo-
ral durante un año por la 
sola circunstancia de no 
superar el periodo de 
prueba plantea un proble-
ma jurídico de primer 
orden:  

¿Puede una Administración 
sanitaria añadir a la con-
secuencia legal del cese 
una medida restrictiva 
ulterior, de naturaleza 
materialmente sanciona-
dora o cuasisancionadora, 
cuando dicha medida se 
establece únicamente en 
un pacto, instrucción o 
norma convencional-
administrativa sin rango 
de ley? 

En el Pacto de selección 
de personal estatutario 
temporal del Servicio 
Aragonés de Salud (SAS) 
se prevé expresamente 
que la falta de superación 
del periodo de prueba 
comporta, además de las 
consecuencias del artículo 
33.2 de la Ley 55/2003, 
“la suspensión de un año 
en la bolsa de la categoría 
respectiva en todo el 
ámbito de Aragón”. 

Esta previsión no se 
limita a constatar la extin-
ción del nombramiento 
concreto: impide durante 
un año el acceso a nuevas 
ofertas de empleo público  
temporal en la categoría 
correspondiente. 

la consecuencia legal 
del periodo de prueba: 
cese motivado, no inha-
bilitación temporal 

El artículo 33 de la Ley 
55/2003, de 16 de diciem-
bre, del Estatuto Marco del 
Personal Estatutario de los 
Servicios de Salud, regula 
la selección del personal 
estatutario temporal y 
admite la existencia de 
periodo de prueba. Pero su 
régimen legal no autoriza, 
por sí mismo, una inhabili-
tación temporal para volver 
a ser llamada de la bolsa. 
La ley exige que la no 
superación del periodo de 
prueba obedezca a motivos 
razonados y que se comu-
nique por escrito a la per-
sona interesada; asimismo, 
prevé supuestos de exen-
ción cuando ya se hubiera 
superado un periodo de 
prueba anterior en funcio-
nes equivalentes.   

Por tanto, la consecuen-
cia legal propia de la no 
superación del periodo de 
prueba es el cese en el 
nombramiento concreto, 
siempre que exista motiva-
ción suficiente, individuali-
zada y verificable. Ahora 
bien, convertir ese cese en 
una prohibición general de 
contratación durante un 
año altera cualitativamente 
la institución puesto que no 
se está valorando la aptitud 
para un puesto determina-
do, sino imponiendo una 
consecuencia aflictiva con 
efectos generales sobre 
futuras oportunidades de 
empleo público. 

Esta distinción es decisi-
va. El periodo de prueba no 
es un mecanismo discipli-
nario ni una sanción encu-
bierta; es una técnica de 
comprobación inicial de 
adecuación funcional. Si de 
su resultado se derivan 
efectos punitivos, restricti-
vos o impeditivos más allá 
del nombramiento exami-
nado, la Administración 
debe contar con una habili-
tación legal suficiente, res-
petar las garantías del pro-
cedimiento aplicable y 
motivar la proporcionalidad 
de la medida. 

 
Reserva de ley y prin-

cipio de legalidad san-
cionadora 

El artículo 25.1 de la 
Constitución Española pro-
clama que nadie puede ser 
sancionado por acciones u 
omisiones que, en el 
momento de producirse, no 
constituyan delito, falta o 
infracción administrativa 
según la legislación vigen-
te. En el ámbito adminis-
trativo, este principio se 
concreta en el artículo 25 
de la Ley 40/2015, de 1 de 
octubre, de Régimen 

Jurídico del Sector Público, 
conforme al cual la potes-
tad sancionadora de las 
Administraciones Públicas 
solo puede ejercerse cuan-
do haya sido expresamente 
reconocida por una norma 
con rango de ley. 

La jurisprudencia consti-
tucional ha vinculado de 
forma constante el derecho 
del artículo 25 CE con la 
exigencia de predetermina-
ción normativa suficiente 
de las infracciones y san-
ciones. Así, la Sentencia TC 
nº76/1990, de 26 de abril, 
constituye una referencia 
clásica sobre la aplicación 
de las garantías del princi-
pio de legalidad en materia 
sancionadora administrati-
va. 

Desde esta perspectiva, 
la suspensión de bolsa de 
un año no puede presen-
tarse como una mera regla 
interna de gestión si sus 
efectos reales son impedir 
a una persona acceder a 
nombramientos temporales 
públicos durante un perio-
do prolongado. Más allá de 
la calificación formal que le 
otorgue el Pacto, lo rele-
vante es su naturaleza 
material: priva temporal-
mente de oportunidades de 
empleo público, opera 
como consecuencia desfa-
vorable de una conducta o 
valoración negativa y tiene 
finalidad disuasoria o puni-
tiva.  

Tales rasgos la aproxi-
man a una sanción admi-
nistrativa o, al menos, a 
una medida restrictiva de 
derechos y, como tal, 
sometida a reserva legal y 
a un control estricto de 
proporcionalidad. 

 
insuficiencia de una 

norma sin rango de ley 
para crear una prohibi-
ción de contratación 

Un pacto de bolsa, aun-
que sea fruto de negocia-
ción colectiva en el ámbito 
estatutario y resulte opera-
tivo para ordenar llama-
mientos, no puede innovar 
el ordenamiento creando 
consecuencias restrictivas 
no previstas por la ley. Su 
función es desarrollar crite-
rios de gestión, no estable-
cer sanciones ni inhabilita-
ciones temporales de 
alcance general. 

La suspensión anual pre-
vista en la bolsa excede la 
mera ordenación de llama-
mientos. No regula una 
preferencia, una disponibi-
lidad o una forma de locali-
zación; impone una exclu-
sión temporal objetiva en 
todo el ámbito de Aragón 
para la categoría corres-
pondiente y, en consecuen-
cia, en la práctica, equivale 
a una prohibición adminis-

trativa de contratación 
temporal durante un año, 
es decir, una medida de tal 
intensidad que afecta al 
derecho de acceso al 
empleo público en condi-
ciones de igualdad, mérito 
y capacidad y restringe 
expectativas profesionales 
protegibles, por lo que no 
puede descansar exclusiva-
mente en una norma pac-
tada o reglamentaria 
carente de rango legal. 
Además, el propio tenor del 
Pacto revela que la suspen-
sión se añade “además” de 
las consecuencias de la Ley 
55/2003. Esa fórmula con-
firma que no se trata de 
una consecuencia conteni-
da en la ley, sino de una 
consecuencia adicional  
creada por la regulación de 
bolsa y, precisamente por 
ello, la medida debe supe-
rar un examen de legalidad 
reforzado: si la ley no la 
contempla, una norma 
inferior no puede imponer-
la con efectos restrictivos 
generales. 

 
Falta de proporciona-

lidad y automatismo 
incompatible con la 
motivación individuali-
zada 

La no superación del 
periodo de prueba puede 
obedecer a causas muy 
diversas: insuficiente 
adaptación inicial, falta de 
formación específica, cir-
cunstancias organizativas 
del centro, déficits de 
supervisión, conflicto de 
criterios profesionales o 
valoración subjetiva no 
suficientemente objetiva-
da, de tal manera que no 
toda no superación revela 
ineptitud general para la 
categoría ni justifica excluir 
a la persona de cualquier 
nombramiento futuro. 

Si la ley exige que la no 
superación del periodo de 
prueba se apoye en moti-

vos razonados, con mayor 
razón una consecuencia 
más gravosa —la exclusión 
temporal de la bolsa— 
debe requerir una motiva-
ción autónoma, audiencia, 
prueba suficiente y ponde-
ración individualizada. 

Sin embargo, la aplica-
ción mecánica de un año de 
suspensión desconecta la 
medida de la gravedad real 
del caso, de la duración del 
nombramiento, de las fun-
ciones efectivamente 
desempeñadas, de la exis-
tencia de advertencias pre-
vias, de la posibilidad de 
adaptación y de los antece-
dentes profesionales de la 
persona afectada. 

La proporcionalidad 
exige idoneidad, necesidad 
y equilibrio. Una exclusión 
anual indiscriminada puede 
ser idónea para apartar 
temporalmente a quien no 
superó una prueba, pero 
no demuestra ser necesaria 
ni proporcionada cuando 
existen alternativas menos 
lesivas: limitar el efecto al 
nombramiento concreto, 
exigir formación, restringir 
temporalmente llamamien-
tos al mismo centro o per-
mitir una nueva evaluación 
en destino distinto. Sin 
embargo, la sanción unifor-
me de un año sacrifica en 
exceso el interés individual 
sin acreditar un beneficio 
público equivalente. 

 
Conclusión 
Como conclusión, la sus-

pensión de un año en bolsa 
por no superar el periodo 
de prueba es jurídicamente 
vulnerable cuando se impo-
ne automáticamente y con 
apoyo exclusivo en una 
norma sin rango de ley y es 
esta una cuestión que 
estoy convencido que los 
Tribunales acabarán resol-
viendo en el sentido de 
considerar esta prohibición 
general de contratación 
futura durante un año con-
traria a los principios de 
legalidad, jerarquía norma-
tiva, motivación y propor-
cionalidad. 




